En la Ciudad de Mar del Plata, a los 28 días del mes de abril del año dos mil nueve, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en dicha ciudad, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa V-872-NE1 “PROVINCIA DE BUENOS AIRES c. GAYAN DE SANTA COLOMA, PATRICIA s. SERVIDUMBRES ADMINISTRATIVAS”, con arreglo al sorteo de ley cuyo orden de votación resulta: señores Jueces doctores Riccitelli, Sardo y Mora, y considerando los siguientes:

ANTECEDENTES

I. El titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo del Departamento Judicial de Necochea intimó a la actora a que en el término de diez (10) días cumpla con lo dispuesto por el art. 15 incisos “c” y “e” de la ley N° 8.398, bajo apercibimiento de desestimar la pretensión por improponible (cfr. fs. 146, auto del 26-5-2008).

II. Contra dicho pronunciamiento se alzó la parte actora, mediante recurso de apelación interpuesto y fundado en idéntico acto (v. fs. 148/150).

III. Declarada la admisibilidad formal del embate (cfr. fs. 153/154), y puestos los autos al Acuerdo para Sentencia, corresponde plantear la siguiente:

CUESTION

¿Es fundado el recurso?

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Riccitelli dijo:

I. El magistrado de grado intimó a la actora a que en el término de diez (10) días cumpla con lo dispuesto por el art. 15 incisos “c” y “e” de la ley N° 8.398, bajo apercibimiento de desestimar la pretensión por improponible.

Consideró que la accionada, al haber optado por el proceso regulado en la ley N° 8.398, no puede desentenderse del cumplimiento de todos los recaudos establecidos en su art. 15.

Por tal razón, y apuntalado en los arts. 15 y 35 de la mentada ley 8.398; 52 de la ley 5.708; 34 inc. 5° ap. “b”, 330, 336 del C.P.C.C. y 77 del C.P.C.A., adoptó el temperamento reseñado.

II. En su escrito de apelación, la accionante se agravia del pronunciamiento de grado, en tanto exige el cumplimiento de todos los requisitos contenidos en el art. 15 de la ley 8.398 (en lo que aquí interesa sus incisos “c” y “e”) como condición ineludible para dar curso a la demanda promovida.

Subraya que el acto administrativo por cuya virtud se encomendara al Fiscal de Estado el inicio de las presentes actuaciones, dispone claramente “la constitución judicial de Servidumbre Administrativa de Electroducto sobre el bien materia de esta litis, en los términos de la ley 8.398”.

Expresa que los requisitos establecidos en el art. 15 incisos “c” y “e” de la ley 8.398 (vgr. ofrecimiento indemnizatorio y proposición del perito de parte) no pueden ser válidamente exigidos en el caso particular de autos, motivo por el cual “deviene improcedente su cumplimiento”.

Precisa que –no obstante ello- su parte dio debido cumplimiento a lo requerido por el inciso “c” de la norma precitada, ya que en el apartado V) del escrito liminar, se indicó claramente que el pedido indemnizatorio efectuado en sede administrativa por la aquí demandada fue rechazado “por encontrarse prescripto su derecho” (Resolución N° 658/04 del Ministerio de Infraestructura, Vivienda y Servicios Públicos Provincial; fs. 93 expte. administrativo N° 2403-2428/03).

Es importante poner de resalto –añade- que la demandada “tuvo intervención sobre la cuestión de la prescripción”, quedando garantizado el ejercicio de su derecho de defensa, circunstancia que de por sí descarta la presencia de un “acto unilateral de la Administración”.

Como consecuencia de lo expuesto –postula- deviene innecesario, asimismo, dar cumplimiento con el inciso “e” del art. 15 de la ley 8.398, puesto que la finalidad que cumple en este tipo de procesos el informe pericial –explicita- es la de brindar una adecuada pauta estimativa a fin de ponderar –en el marco de dicho juicio- la eventual indemnización que corresponderá a los particulares, sobre la base de las pautas sentadas por la ley de expropiaciones (N° 5.708), a la que remite en forma subsidiaria el ordenamiento normativo en materia de electroductos.

Resalta, a modo de conclusión, que la exigencia del a quo importa una evidente contradicción con la pretensión procesal deducida en estos autos, puesto que si se sostiene que el derecho indemnizatorio está prescripto, mal podría entonces exigirse el ofrecimiento de indemnización alguna, desde que dicha ofrenda implicaría –según estima- renunciar a la prescripción liberatoria operada; para más, y toda vez que en el caso no corresponde el pago de tal compensación –remata- es dable señalar que tampoco tiene sentido proponer la designación de un perito para que se expida sobre un resarcimiento inexistente.

Solicita, finalmente, se revoque la providencia recurrida, teniéndose por interpuesta la demanda incoada y –en consecuencia- se ordene su respectivo traslado a la contraria.

III. El recurso debe prosperar.

1. El Estado provincial promovió demanda, en los términos del art. 14 de la ley 8.398, con el propósito de obtener -judicialmente- la constitución definitiva de la servidumbre de electroducto que pesa sobre el inmueble allí identificado. Dirigió su acción contra la señora Patricia Gayán de Santa Coloma, a quien sindicó como titular del fundo afectado por la medida (cfr. fs. 137/140).

Expresó, al rememorar los antecedentes del caso, que en sede administrativa fue declarada la prescripción del derecho indemnizatorio que –originalmente- asistía a la titular del predio (Res. N° 658/04 del Ministerio de Infraestructura, Vivienda y Servicios Públicos de la Provincia de Buenos Aires). Según sus propios dichos y documentación adunada, dicha cuestión se encontraría actualmente firme y consentida, al no haber sido objeto de impugnación, una vez notificada, dentro de los plazos procedimentales previstos a tal efecto.

Como consecuencia de ello, apreció que –en el caso- deviene innecesario el cumplimiento de las cargas procesales impuestas por el art. 15 de la ley 8.398, en lo que respecta puntualmente a sus incisos “c” (ofrecimiento indemnizatorio) y “e” (proposición de perito tasador de su parte). Así fue propuesto en su escrito de postulación.

No obstante los justificativos blandidos, el magistrado de grado, sin brindar mayores precisiones al respecto, intimó al cumplimiento efectivo e inmediato de dichos recaudos, bajo apercibimiento de rechazar la pretensión por improponible.

2. Considero, a la luz de los antecedentes reseñados, que el temperamento del a quo debe ser descalificado.

Es que si bien es cierto que el art. 15 de la ley 8.398 (ordenamiento aplicable a las servidumbres administrativas de electroducto) preceptúa –a título genérico e imperativo- que la demanda judicial deberá consignar tanto la “indemnización ofrecida” (inc. “c”) como el “nombre y domicilio del perito propuesto, con constancia de haber aceptado el cargo y puntos sobre los cuales versará la pericia” (inc. “e”), no lo es menos que -atento las peculiares circunstancias denunciadas por la actora al demandar- el emplazamiento rígido e inflexible a verificar su cumplimiento aparece –en el caso y al menos en este incipiente estadio procesal- como una exigencia jurisdiccional prematura y por demás excesiva.

Ello así pues el magistrado de la instancia constriñó al inmediato cumplimiento de la norma ritual sin haber brindado –como cuestión previa a ello- una adecuada respuesta al expreso pedimento de la actora que, sobre la base de argumentaciones prima facie verosímiles, proyectaba razones plausibles como para exceptuar –en la especie- el apego a su estricta observancia.

No dejo de observar, sin desmedro de lo expuesto, que el tratamiento de un planteo como el aludido (vgr. prescripción del derecho resarcitorio del titular del inmueble), cuestión no menor de esta litis (argto. art. 21 ley 8.398; art. 17 Const. Nac.), mal podría ser atendido si no se brinda a la accionada (titular del inmueble), con carácter liminar, la posibilidad cierta y efectiva de ser oída y de hacer valer sus derechos en el marco del proceso (cfr. doct. S.C.B.A. causas Ac. 66.663 “Banco de la provincia de Buenos Aires”, sent. del 23-XII-2002; Ac. 88.317 “Piegari”, sent. del 24-V-2006), única forma de salvaguardar -acabadamente- el legítimo derecho de defensa que le asiste (art. 18 Const. Nac.; argto. doct. S.C.B.A. causa C. 87.705 “González”, sent. del 23-IV-2008).

Por ello, sólo la adecuada integración del litigio delimitará, a posteriori, el thema decidendum sobre el cual versará la contienda (art. 163 inc. 3° y 6° C.P.C.C.) y posibilitará, llegado el caso, y a través del conducto procesal que -de acuerdo al devenir de la causa- resulte más adecuado (art. 34 inc. 5° C.P.C.C.; argto. doct. esta Cámara causa D-134-MP1 “Ortega”, sent. del 16-IX-2008), la correcta elucidación de dichas cuestiones. Mientras tanto, una posición como la  asumida por el a quo es obstativa a tal decurso lógico y, por ello, mal puede ser mantenida.

La inteligencia esbozada no pretende desentenderse de los preceptos legales que imperativamente están llamados a regir el caso (vgr. art. 15 ley 8.398); por el contrario, trátase de la lectura que mejor se adapta y compatibiliza su aplicación con las particulares circunstancias que se presentan en la causa.

3. No puedo dejar de señalar, siendo ello así, que los recaudos procesales (como claramente lo son los previstos en el art. 15 inc. “c” y “e” de la ley 8.398) tienen por finalidad resguardar ciertas exigencias de orden externo, no para que los derechos de las partes sean vulnerados, sino para que su realización resulte, en la totalidad de los casos, favorecida. De tal modo, si se convalidara una aplicación mecánica e inflexible de dichas normas, dándole la espalda a los peculiares matices que pueda arrojar cada caso –como aconteció en el sub lite- aquel orden devendría en ritualismo, es decir, en una forma vacua de todo contenido (argto. doct. S.C.B.A. causas Ac. 82.981 “Giaccio”, sent. del 9-X-2003;  Ac. 93.401 “Viñas”, sent. del 22-VIII-2007) y que desde antaño ha sido reprendida por nuestros máximos tribunales de justicia (cfr. doct. esta Cámara causa P-401-DO1 “Arbelaiz”, sent. del 30-IX-2008).

Mal no viene recordar, sobre la base de dicho enfoque, que el proceso judicial no puede ser conducido en términos rígidos y sacramentales, en donde cada letra o palabra tenga un significado único, particular, excluyente, y en donde su omisión conduzca –irremediablemente- a la pérdida de derechos. Por el contrario, debe ser el contexto el que determine el sentido y significado de lo pretendido y de las normas aplicables al efecto (cfr. doct. S.C.B.A. causas 51.762 “Moratti”, sent. del 15-VIII-1995; Ac. 54.665 “Pininini de Pérez”, sent. del 19-V-1998). Bien entendido entonces, que la doctrina del excesivo rigorismo formal no supone soslayar, en modo alguno, el estricto cumplimiento de las normas adjetivas, sino que procura hacer prevalecer una lectura de las normas procesales que avente toda posibilidad de un uso en desmedro de la garantía de la defensa en juicio, en los supuestos en que la incorrecta o desmesurada aplicación de un precepto de tal índole venga a frustrar el derecho de fondo en juego en el litigio (cfr. doct. S.C.B.A. causas Ac. 90.306 “Aguirre”, sent. del 4-V-2005; Ac. 92.798 “Sandoval”, sent. del 14-II-2007).

La interpretación de los textos procesales no puede ser realizada de modo que se constituya en un vallado formal frustratorio de la garantía de los justiciables, cercenando –de este modo- sus derechos más elementales (cfr. S.C.B.A. causa Ac. 92.798 “Sandoval”, ya citada).

Voto por la afirmativa.

Los señores Jueces doctora Sardo y doctor Mora por idénticos fundamentos a los brindados por el doctor Riccitelli y con el mismo alcance, votan la cuestión planteada por la afirmativa.

De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata, dicta la siguiente:
SENTENCIA

1. Hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por la parte actora, revocando, en consecuencia, la providencia apelada.
2. Distribuir las costas de esta alzada por su orden (art. 51 inc. 1° del C.P.C.A.).

3. Diferir la regulación de honorarios para su oportunidad (art. 31 dec. ley 8.904).

Regístrese, notifíquese y devuélvanse las actuaciones al juzgado de origen para la prosecución de su trámite de conformidad con lo que aquí se decide.Fdo: Dres. Elio Horacio Riccitelli – Adriana M.Sardo – Roberto Daniel Mora- María Gabriela Ruffa, Secretaria 
